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Prólogo 



Conocí a la autora, Purificación Pujol, cuando yo aún era un joven juez destinado en el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción de Cieza (Murcia) y ella -que apenas alcanzaría la mayoría de edad- todavía no había iniciado la carrera de Derecho. Pronto pude apreciar en Puri -discúlpese la abreviación, que justifico por razón de afecto- ciertos caracteres personales muy singulares y poco frecuentes en nuestros días. Así, unía a una clara predisposición al aprendizaje de todo aquello que le resultaba de interés, una facilidad natural para relacionarse con los demás y generar, en muy escaso tiempo, sentimientos de amistad. Pero, sobre todo, pude observar en ella algo que siendo hoy muy común, resulta loable únicamente si se le añade el adjetivo adecuado. El sustantivo es «ambición» y el adjetivo «sana».

Para mí, esa sana ambición se traduce en el constante deseo de alcanzar metas, pero no por los medios al uso por todos conocidos, sino poniendo en contribución el estudio, el trabajo, la ilusión y el esfuerzo diario -con dedicación del tiempo que sea necesario- en el logro de aquello que nos proponemos en cada momento. Alguna vez le he oído decir, en este sentido, que no hay que ver los «problemas» sino, más bien, las «soluciones», e incluso mejor si estas últimas las tenemos antes de que surjan aquellos.

Por otro lado, pocas personas he conocido en mi vida profesional que tengan la disposición al trabajo y la vocación judicial que concurre en Purificación.

Sin duda, de todo lo anterior y de su ejercicio como abogada, ha nacido, desde hace algunos años, no sólo la intención, sino incluso la necesidad de exteriorizar ideas y experiencias mediante la publicación de varios trabajos siempre relacionados con el mundo del derecho. A numerosos artículos doctrinales hay que añadir La Compraventa con Pacto de Sobrevivencia, Guía de comportamiento en las actuaciones judiciales, que en cierto modo es antecedente de la presente obra, y Un divorcio elegante.

En esta ocasión nos ofrece una detallada guía, fundamentalmente dirigida a abogados, que ha de resultar muy valiosa para su actuación ante los tribunales civiles -sobre todo en referencia a la primera instancia- volcando, en beneficio del lector, sus conocimientos y experiencias en dicha jurisdicción. Se refiere incluso a los aspectos y detalles más concretos que podamos imaginar, como son el modo más correcto de entrar, permanecer y salir de la Sala de Vistas, lo que -sin tono imperativo- recomienda encarecidamente porque, sin duda, guardando las formas adecuadas, todos nos entenderemos mejor; y no podemos olvidar que la mejor Administración de Justicia ha de asentarse sobre buenos cimientos. Recomienda al profesional que haga las advertencias oportunas en tal sentido a su cliente, así como a los testigos que proponga, para evitar que -según sucede con alguna frecuencia- se comporten de modo inadecuado y provoquen una llamada de atención, desagradable para ellos e incluso para el juez que la hace.

Acompaña la autora al lector para recorrer juntos toda la tramitación del juicio. Comienza por tratar de la correcta formulación de la demanda y de la necesidad de acompañar con la misma los documentos fundamentales en que la parte demandante fundamenta su derecho. Destaca la importancia de hacer una adecuada y ordenada presentación que facilite al juez la localización de dichos documentos, lo que sin duda permite el estudio de los mismos de una forma más sencilla. Se refiere a la posible brevedad en la exposición de los hechos como circunstancia que beneficia la posición procesal de la parte, pues permite trasladar los argumentos al juez -y también a la parte contraria- con mayor precisión y claridad. Sabido es que, en el ámbito judicial, se valora mucho el esfuerzo de síntesis y de concisión y se conviene en que «la razón requiere de pocas palabras». La cita tan frecuente del popular aforismo que Baltasar Gracián nos ofrece en su Oráculo manual y arte de prudencia (1647), «lo bueno, si breve, dos veces bueno», no está completa si no se añade su final: «y aun lo malo, si poco, no tan malo», pues existe la patología procesal y hay que evitarla en beneficio de todos.

Examina la autora con precisa minuciosidad, entre otras cuestiones, la Audiencia Previa, dándole toda la importancia que merece y facilitando al profesional una clara orientación respecto de las decisivas actuaciones que en ella se desarrollan, singularmente las que van dirigidas a librar al proceso de cualquier defecto de carácter procesal. Hace un valioso estudio de las dos modalidades de juicio: el ordinario y el verbal; para incidir, en definitiva, en la consideración de la prueba como complemento indispensable tras una correcta formulación de alegaciones, y en el detalle de cada uno de los medios probatorios.

Se detiene en la importancia y efectos de cada uno de tales medios y en la propia necesidad de la prueba, pues no se puede desconocer que la misma Ley indica al juez a cuál de los litigantes ha de imputar en cada caso las consecuencias negativas del vacío probatorio mediante la regulación de lo que denominamos «carga de la prueba».

En particular, entre otros valiosos consejos y aportaciones, recomienda cómo se debe interrogar a las partes y preguntar a los testigos para evitar enojosas «advertencias» o incluso la «negativa» por parte del juez a admitir un interrogatorio en determinado sentido. Destaca la importancia de la prueba pericial, tantas veces imprescindible para suplir la falta de conocimientos técnicos por parte del juzgador, e incluso se detiene en la hoy casi olvidada prueba de reconocimiento judicial, que habrá que rescatar para los supuestos en que efectivamente sea de utilidad; también, como singular novedad, trata de la que llama «prueba tecnológica» cada vez más usada ante los tribunales.

A todo ello se acompaña el texto de la normativa aplicable en cada caso y la jurisprudencia más reciente sobre temas procesales.

En definitiva nos encontramos ante una importante y necesaria obra de apoyo y consulta para los profesionales en su actuación forense que, sin duda, tendrá la acogida que merece por su contenido y la solvencia profesional de la autora. De ahí que en éste, como en ningún otro caso, quepa anticipar la enhorabuena a Purificación y a la Editorial La Ley, que ha llevado a cabo la publicación de este libro.

Madrid, julio de 2012. 

Antonio Salas Carceller 

Magistrado de la Sala Civil TS 






Introducción 



Varios son los motivos que me han impulsado a escribir este libro y me hicieron ver su necesidad. Primero, en la universidad no se enseña específicamente a los futuros abogados la forma en que deben intervenir oralmente en «sala» (es decir, la actuación que deben tener en la audiencia previa, en el juicio del ordinario, en el verbal, en los incidentes o en las vistas, etc.); segundo, tampoco en las facultades de Derecho se dan clases de oratoria procesal, y la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC) no permite que los alegatos de los intervinientes sean leídos en la sala. Por otra parte, no existe un manual específico que marque exactamente los pasos y los tiempos que esas actuaciones exigen.

Ante estas carencias, a los abogados solo les quedan las leyes y los códigos, pero estos son solo la enumeración de unos preceptos y de una normativa y, como es natural, no explican pormenorizadamente cómo han de utilizarse en cada momento y en cada circunstancia. En consecuencia, los abogados en ejercicio poco avezados tienen serias dudas y dificultades, además de los lógicos nervios, a la hora de exponer de forma convincente los argumentos que deben ir desgranando para defender los intereses de su cliente.

En este libro se les alecciona primeramente sobre la manera de decir y de estar, pero además, y sobre todo, se les encamina en cuanto al fondo de sus intervenciones y cómo estas tienen que ir ajustadas a los preceptos de nuestra LEC. Todos los profesionales, obviamente, conocen esta ley, pero además deben controlarla y dominarla de tal forma que no tenga secretos para ellos y puedan utilizarla y citarla sin titubeos, apelando a ella como un resorte automático cuando sea conveniente para su causa. Para ello, en este manual, en cada paso del proceso, les recuerdo los preceptos que rigen el mismo y la jurisprudencia existente sobre el asunto, además de advertirles sobre la importancia de un oportuno recurso, una petición o una protesta en el momento adecuado, con el fin de dejar la puerta abierta a todas las posibles instancias superiores en las que el caso se pueda examinar.

El primer capítulo está especialmente orientado a los abogados noveles y a aquellos otros que, aun habiendo ejercido su profesión durante un tiempo, no han caído en la importancia de observar esos pequeños detalles que conforman la primera impresión que el resto de la sala tiene del abogado, quien, no lo olvidemos, es el representante de su cliente, el que defiende su posición, por lo que nada de lo que haga o diga es ajeno a su causa y hasta el más mínimo detalle es relevante. Se indican los pasos a seguir desde su entrada en la sala, dándoles criterios y pequeñas claves sobre su comportamiento y hasta las «frases» que han de emplear en ella, e incluso cómo ha de realizarse la despedida...

Se exponen también las normas escritas, inexcusables, que han de cumplirse y se previene cada circunstancia para no dejar resquicio a la sorpresa o la indefensión, teniendo a la vez en mente las previsibles o inesperadas alegaciones que puede presentar la parte contraria o incluso el propio Juez, quienes, en muchas ocasiones, ateniéndose estrictamente a la Ley procesal, podrían rebatirnos y dejarnos inermes, truncando el guión de nuestra argumentación y pudiendo malograr el caso definitivamente a las primeras de cambio si no actuamos en ese preciso momento con la debida atención y diligencia.

Para ello describo minuciosamente los pasos que deben seguirse en cada actuación: la audiencia previa, el juicio ordinario y el verbal, la prueba en general, la documental, el interrogatorio, la prueba pericial, la testifical, etc. Asimismo, detallo los preceptos legales procesales que acompañan a cada actuación oral y ofrezco consideraciones y consejos prácticos, a la vez que reproduzco literalmente en cada capítulo, como recordatorio, los artículos de la LEC que vienen al caso para el trámite concreto que examinamos, con el fin de que puedan ser invocados en la sala con total certeza y soltura. En los capítulos que tratan cada uno de estos puntos expongo lo que la ley dicta y lo que la jurisprudencia aporta, añadiendo esquemas que sirven de pauta para que el abogado aproveche las ventajas de la legislación y a la vez pueda hacer frente a los inconvenientes que se presenten para la causa que defiende.

Hay un consejo reiterado en este manual: ampararse en todas las facilidades que la ley ofrece para que nuestro caso llegue a buen puerto y no dejar hilos sueltos que, por no haberse abordado debidamente en el momento procesal oportuno, puedan invalidar nuestro propósito y la defensa legítima del cliente. En este libro trato de decir qué, cuándo y cómo.

Considero por eso mismo que puede ser de gran utilidad práctica el haber incluido conceptos y consejos que, de forma esquematizada y sencilla, encaminen la labor de los letrados en todas y cada una de las actuaciones orales más frecuentes y comunes, así como en los aspectos estratégicos y tácticos.

La sala de justicia es un lugar en el que hay que andar muy rápido de reflejos y donde tenemos que expresarnos de forma oportuna, clara y breve. En realidad, es el escenario de una lucha sin cuartel en la que las batallas se suceden de manera educada y ordenada pero inexorable y rápida, y allí sí que una batalla perdida por no cubrir un flanco que la Ley contempla puede llevarnos a perder la guerra. Eso es lo primero que se trata de evitar en este libro. Y la meta final de mi propósito es, claro está, dar las pautas adecuadas para ganar esa guerra.






Para formar el tribunal 



A todos los miembros que forman la Sala y para todas las vistas (incluidas las penales, que no son objeto de este manual) (1) .

ANTES...

- La Sala no es un vestuario. Entre con la toga puesta y no se la ponga ni termine de ponerla dentro de la Sala. El Juez, el Secretario y el Fiscal (en caso de que este último intervenga) ya se encuentran vestidos cuando entran los abogados y procuradores.

- Cuide la vestimenta que porta bajo la toga.

- Hay que entrar a la Sala con seguridad, cortesía y amabilidad, saludando a todos los presentes. Es la primera impresión que de nosotros se va a llevar el Tribunal, y aunque en nada influirá para ganar o perder el pleito, siempre es importante dar una buena imagen, lo mismo que en otras circunstancias de la vida.

- La Sala es un lugar solemne: olvide el coloquial «hola» y entre diciendo un sonoro y enérgico «buenos días» o «buenas tardes», según proceda.

- Controle sus nervios. Es muy frecuente que «la Sala» altere la templanza que todo abogado debe mostrar y es normal que estemos nerviosos y deseemos que ocurra cualquier cosa que evite la vista, sobre todo cuando celebramos nuestros primeros juicios. El peor momento está por llegar y es aquel en el que debemos empezar a hablar, cuando oímos: «Señor Letrado, tiene la palabra...». Por ese motivo es muy recomendable que llevemos bien preparados y memorizados (ya sabemos que no se puede leer en Sala) los primeros dos o tres párrafos de cada intervención, de forma que nuestras palabras fluyan de forma automática y «espontánea» y continúen de manera convincente.

DURANTE...

Si tenemos facilidad de palabra y experiencia en hablar en público todo será mucho más sencillo; de lo contrario, sería recomendable asistir a algún curso sobre oratoria. En todo caso, vamos a dar aquí unas breves directrices:

1.º La postura: inclinado levemente hacia delante, apoyado en la mesa. Tenemos que dar una sensación de seguridad y esa postura es la más indicada para ello.

2.º Llevar siempre agua, por si acaso: evita la sequedad de garganta que en muchas ocasiones provocan los nervios y conquista una pequeña tregua para nuestro cerebro, unos segundos en los que este alcanza una cierta calma que nos sirve para reorganizar los argumentos y la forma en la que debemos seguir exponiéndolos. Ahora bien, debe beber agua de forma correcta. Lleve un vaso de plástico (no beba a morro de la botella). La bebida solo puede ser agua, por supuesto; no es correcto tomar refrescos en la Sala.

3.º No deje el bolso o el maletín encima de la mesa: cuélguelo en su silla, póngalo en el suelo, sobre otra silla cercana, etc. La visión del objeto sobre la mesa, sobre todo si es de grandes dimensiones, puede llegar a molestar.

4.º Cuando hable debe conseguir que su mensaje se transmita con claridad a los oyentes. Para eso deberemos ser lo más breves y concisos que sea posible y recalcar aquello que nos parezca más importante. Una buena forma de captar la atención del interlocutor es hacer una pequeña pausa justo antes de aquellas palabras que consideremos claves para el éxito de nuestra exposición. Hable lo suficientemente alto para que le oiga todo el Tribunal y para que sus palabras sean grabadas correctamente.

5.º No se le ocurra tutear a nadie, ni siquiera a su cliente (y amigo, en ocasiones) durante cualquier interrogatorio.

6.º Dirija la mirada a la persona debida cuando hable: al Juez o al Secretario cuando esté manifestando cuestiones del interés de estos; si está en su turno de interrogar, diríjase al interrogado. En las conclusiones háblele al Juez, que es la persona a quien tiene que convencer; no mire e increpe a su compañero que en ese momento hace el papel de su contrario.

DESPUÉS...

1.º Despídase de la misma forma en la que entró, con un «buenos días», y olvide el coloquial «adiós».

2.º Si da la mano al Juez, no olvide darla también al Secretario (olvido, aunque involuntario, demasiado frecuente). Debe saludar de la misma forma a los dos, pues tan importante y persona es uno como el otro. Y además, después de la reforma 13/2009 de la Ley procesal, en muchas cuestiones le será muy útil que el Secretario le recuerde como una persona cortés, amable y educada.

3.º No se quite la toga hasta que esté fuera de la Sala.





	 (1) 

	Para profundizar en este tema véase el libro Guía de comportamiento en las actuaciones judiciales, de la misma autora (2.ª edición; Editorial LA LEY, 2009.


	 Ver Texto 







Para el resto de intervinientes 



El abogado tiene la obligación de advertir a su cliente y a sus testigos (los peritos se supone que ya entran advertidos por su propia experiencia) de las pautas de comportamiento que deben mostrar ante el Tribunal.






Breves notas acerca de los escritos anteriores a la intervención 



Además de las notas de comportamiento que acabamos de reseñar, toda actuación en Sala tiene lugar porque se ha interpuesto con anterioridad un escrito, generalmente el de demanda y, en su caso, el de contestación, y sobre estos queremos realizar unas puntualizaciones.

3.1.  La demanda

El art. 399 de la LEC establece unos requisitos mínimos que toda demanda debe cumplir; por tanto, no podremos obviar que esta deberá contener una exposición clara, ordenada y lo menos extensa posible de los hechos y de los fundamentos de derecho. Y añadimos este último requisito de la brevedad, aunque no lo señale la ley, por la nefasta costumbre forense de redactar demandas cada vez más extensas (consecuencias del «corta y pega» de las nuevas tecnologías), además de, en algunos casos, desordenadas y confusas; esta forma de redacción y presentación dificulta tanto la labor del juzgado como la del abogado contrario y no ayuda en nada a la posición que se defiende.

A pesar de que el artículo reseñado nada dice acerca de la necesidad de identificar la acción ejercitada, esta deberá quedar señalada en la demanda, pues hacerlo con posterioridad implica el quebrantamiento de otros preceptos procesales, tal como el art. 400 de la LEC, que especifica que con aquella se da por concluida inexcusablemente la alegación de fundamentos jurídicos. Sería también deseable que el escrito contuviera unos apartados ordenados en los que se señalará el «cumplimiento» de todos y cada uno de los requisitos que la doctrina y la jurisprudencia exigen para el éxito de la acción ejercitada.

Respecto a la documental, que debe acompañarse a la demanda, esta debe estar perfectamente numerada con todos los documentos a los que se hace referencia y, a ser posible, fácilmente localizable (sobre todo en aquellas demandas con una extensa y numerosa documental). Se debe comprobar que todas las hojas son legibles y que no falta ninguna (tanto del original como de las copias a entregar al resto de partes, cuestión que deberá ser corroborada por el procurador que hace entrega de dicha documental al juzgado y a las partes). Como dato a tener en cuenta indicar que las sentencias (la jurisprudencia en la que nos apoyamos) no son documentos y por tanto no se deben incorporar a aquella; se podrán entregar al Juez al finalizar la audiencia previa o la vista, a «título ilustrativo», pero no aportarlos como documental en la demanda.

Si se solicitan medidas cautelares, aunque se haga de forma conjunta en la propia demanda, estas deberán estar bien fundamentadas (no basta una simple solicitud en uno de los «otrosí digo») y adaptadas a lo que los arts. 721 y siguientes de la LEC establecen al respecto, debiendo motivar el cumplimiento tanto del periculum in mora como del fumus boni iuris y la necesidad de ofrecer caución (732.3 de la LEC). Todo ello sin olvidar el art. 732.2 que determina la preclusión de solicitudes de prueba con la interposición de la demanda; algunos juzgados aplican esta medida con rigor, sin permitir al actor proponer en la vista una prueba si esta no ha sido solicitada en el cuerpo del escrito de demanda.

Podrá interesar a la parte que el procurador lleve a cabo la citación del contrario mediante el traslado de copias; para que ello sea posible debe hacerlo constar así en la demanda, por otrosí, manifestando simplemente que está interesado en asumir el acto del traslado de la demanda al demandado para que la conteste (ordinario) y, en su caso, citarle para la vista (verbal). Esta cuestión puede ser de gran interés, sobre todo cuando la parte actora interpone una acción donde el «tiempo» juega un papel fundamental, por ejemplo en la adopción de una medida cautelar.

Así, los procuradores, para que su actuación tenga la misma eficacia que si la ejecutara la oficina común de notificaciones, deberán hacer constar, en una diligencia idéntica a la que expiden los servicios comunes, que se ha citado al demandado y se le ha entregado copia de la demanda y demás documentos, firmando el demandado en la citada diligencia o haciendo constar, en su caso, que se niega a firmar. Estas notificaciones practicadas por los procuradores, con los requisitos que hemos reseñado, gozan de la presunción iuris tantum y, por consiguiente, se presume que la comunicación ha tenido efecto (art. 152.2 de la LEC).

3.2.  La contestación

Deberá contener los mismos requisitos que la demanda en cuanto a su claridad, orden, extensión, numeración de documentos y no ofrecerá duda respecto a aquellos hechos sobre los que mostremos nuestra conformidad y sobre los que nos mostremos disconformes, ya que estos últimos deberán ser objeto de prueba en el momento procesal oportuno. Además, sería conveniente que se señalara el «incumplimiento» de los requisitos de la acción que se ejercita, sobre todo si el demandante ha señalado «el cumplimiento» de los mismos. Pero si no lo ha hecho, tanto mejor para nosotros, pues así el Juez solo tendrá reseñados los datos del incumplimiento.

[image: ]






Esquema 



Incomparecencias (véase art. 414.3 y 4 LEC).

1.º Intento de llegar a un acuerdo (art. 415 LEC): el Juez preguntará a las partes sobre esta posibilidad.

2.º Resolución de las excepciones procesales alegadas por el demandado o las que el Juez «de oficio» pueda plantear (art. 416 LEC): se debe llevar preparada la respuesta oral a las alegaciones que haya formulado el demandado y estar pendiente de si debe ser recurrida su resolución (art. 210 LEC): el Juez resuelve oralmente y si todas las partes muestran su conformidad declara firme la resolución. En caso contrario deberá documentarse por escrito y notificarla; el plazo para interponer recurso de reposición comenzará a discurrir desde la notificación.

3.º Alegaciones complementarias o aclaratorias (art. 426 LEC): en este acto se deberá prestar especial atención al hecho de que las alegaciones que formule el contrario sean verdaderamente «complementarias o aclaratorias» y que no se pretenda por esta vía alterar alguna cuestión sustancial. Si se admite alguna alegación que incumpla la finalidad de este precepto, deberá ser recurrida (art. 451 y ss. LEC): reposición y, en su caso, protesta.

4.º El Juez concederá la palabra a las partes para admitir, impugnar o no reconocer los documentos aportados de contrario (art. 427 LEC): cada parte deberá pronunciarse respecto a la documental aportada de contrario. Distinción entre admitir, no reconocer o impugnar.

5.º Fijación de los hechos controvertidos (art. 428 LEC): el Juez se pronunciará y preguntará a las partes qué hechos consideran controvertidos. Los abogados deberán llevar muy preparada esta fase de la audiencia, ya que la prueba se deberá proponer sobre los hechos que queden fijados, en este preciso momento, como controvertidos. El citado artículo dice «fijen», no «podrán fijar», de lo que se deriva la obligatoriedad de su concreción.

6.º Nuevo intento de llegar a un acuerdo (art. 428.2 LEC): el Juez «podrá» (no es preceptivo) volver a preguntar si es posible llegar a un acuerdo.

7.º Proposición de prueba (art. 429 LEC): el Juez concederá la palabra a todas las partes intervinientes en el pleito para que propongan la prueba que a su derecho convenga e irá resolviendo acerca de su admisión, comenzando por la parte actora y terminando por la parte demandada (tener en cuenta si el demandado no ha contestado la demanda).

8.º Admisión y denegación de la prueba propuesta: una vez admitida o denegada la prueba propuesta, el abogado deberá interponer, en su caso, recurso de reposición (arts. 285 y 452 LEC) y posterior protesta.

9.º Señalamiento de juicio (art. 429.2 LEC), o si tan solo se ha solicitado prueba documental y los documentos ya se han aportado con los escritos alegatorios (demanda y contestación), se declara visto para su resolución (art. 429.8 LEC).






Análisis 



Podríamos decir que la audiencia previa es el momento más trascendental del procedimiento ordinario, pues en él van a quedar definidas las posiciones que se seguirán en el pleito. Así, se van a definir partes fundamentales del procedimiento: la acción concreta que se ejercita, la resolución de las excepciones planteadas por el demandado o por el actor reconvenido -o de oficio-, las condiciones de un hipotético acuerdo (aunque no se expresen en sede judicial), la fijación de hechos controvertidos, la prueba a practicar en la vista del juicio, la postura de las partes en relación a los documentos aportados por las mismas, etc. Tiene tal relevancia que será al final de esta fase, sobre todo si valoramos en conciencia la prueba que tenemos a nuestro alcance, cuando el abogado podrá conocer con bastante exactitud las posibilidades de éxito de la acción ejercitada.

Por ese motivo es sumamente importante que los abogados velen por la ejecución impecable de todas y cada una de las partes que completan el acto de la audiencia previa. Si el Juez, por casualidad, omite alguna, el abogado deberá «interrumpir» el inicio de la siguiente fase (nuestra LEC las señala de manera sucesiva y suele respetarse el orden que allí se establece) y requerir su atención. Esta acción la podrá realizar con una frase, más o menos, de esta índole:

«Perdón, Señoría; creo necesario, antes de pasar a la proposición de prueba, fijar los hechos controvertidos, tal y como establece el art. 428 de la LEC».


Eso si se pretende pasar a la fase de proposición de prueba sin fijar los hechos controvertidos, pero deberá hacerse lo mismo con cualquier otra fase de este acto que pudiera ser eludida por cualquier motivo (despiste del Juez, poco tiempo asignado al acto, etc.).

Por consiguiente, debemos tomar conciencia de la necesidad de celebrar «pormenorizadamente» todas y cada una de las fases que componen el acto de la audiencia previa (función conciliadora, sanadora y delimitadora). Vamos ahora a analizar cada una de ellas desde la perspectiva de la actuación en sala:

1.º Intento de llegar a un acuerdo (art. 415 LEC)

El Juez (o el Secretario) declarará abierto el acto y se deberá comprobar si subsiste el litigio entre las partes.

La posibilidad de lograr un acuerdo es una de las finalidades de la audiencia previa, y ese intento se produce en dos momentos distintos: uno al tiempo de dar comienzo la vista (art. 415 LEC) y otro posterior (art. 428.2 LEC), una vez fijados los hechos controvertidos, es decir, cuando tengamos pleno conocimiento del objeto del proceso y de la prueba que tenemos a nuestro alcance.

En ambos momentos sería deseable un desempeño activo y participativo del Juez, si bien este deberá proceder con sumo cuidado pues no puede llegar a prejuzgar o presionar a las partes para provocar el acuerdo.

Es en este momento procesal cuando el Juez puede preguntar a los abogados, ente otras cosas, si han existido negociaciones previas, si la discrepancia es tan solo en unos puntos concretos, si el juzgado les puede ayudar a acercar posiciones, e incluso intentar aproximar las cuantías de ambas partes (en caso de reclamaciones de cantidad) si estas no están muy distanciadas, lo que, obviamente, dependerá de la manifestación que al respecto realicen las partes.

Es frecuente que en los casos en los que sea posible este acuerdo y no estén presentes los clientes, los letrados necesiten consultarlo con estos. En esta coyuntura lo deseable sería que se interrumpiera la grabación durante el tiempo necesario para realizar dicha consulta. Aunque, claro está, siempre existirá la posibilidad de que continúe la audiencia y que, posteriormente, los abogados, a través de sus procuradores, presenten un escrito al juzgado comunicando que ha existido un acuerdo extrajudicial o solicitando su homologación.

Si se llega a un acuerdo se pondrá fin al litigio; ahora bien, este también puede finalizar en esta fase sin que se llegue a un acuerdo, por ejemplo por circunstancias ajenas al pleito y acontecidas después de la interposición de la demanda (carencia sobrevenida del objeto o la satisfacción extraprocesal -art. 22 LEC-), lo que implica que si ambas partes muestran su conformidad se decretará la terminación del proceso.

Es posible que en caso de desistimiento (art. 22 LEC) el demandado se oponga y deba continuar el procedimiento, o bien que alguna de las partes suscite la controversia acerca de si existe interés legítimo en la continuación del mismo, solicitando que el proceso continúe hasta que se dicte sentencia. En estos casos, por regla general, si se acredita que la parte solicitante no ha tenido conocimiento del hecho alegado con anterioridad a la celebración de la vista, esta deberá interrumpirse y, de conformidad con lo establecido en los arts. 188.1.3.º, 189 y 193.1.1.º y 4.º de la LEC (suspensión), habrá que acudir al trámite del art. 22 del mismo texto legal. Ahora bien, si las cuestiones que se puedan suscitar no implican una indefensión para ninguna de las partes, se deberá debatir la controversia y resolverla en el mismo acto.

En particular si se trata de una petición de desistimiento que se formula en el acto de la audiencia previa se tendría que dar el plazo de 10 días que establece el art. 20.3 de la LEC, salvo que la parte demandada solicitase pronunciarse en el acto sobre el desistimiento, en cuyo caso no sería necesario el traslado y, por tanto, quedarían los autos para dictar la resolución a la que hace referencia el art. 20 de la LEC.

En caso de acuerdo, el Tribunal examinará la concurrencia de los requisitos necesarios para su efectividad: capacidad jurídica y poder de disposición de las partes o de sus representantes para proceder a su homologación (aunque generalmente estos extremos se examinarán con anterioridad al comienzo de la vista). El acuerdo que se alcance surtirá los efectos atribuidos por la ley a la transacción judicial y se ejecutará como si de una sentencia se tratara.

Si las partes estuvieran a punto de llegar a un acuerdo y no desearan celebrar la audiencia, caben dos posibilidades:

1.º Solicitar la suspensión del acto (art. 19.4 y 188.1.3.º LEC), que en ningún caso podrá perjudicar el interés general o de tercero y que tendrá una duración no superior a los sesenta días.

2.º Solicitar la interrupción de la vista una vez que se ha concluido la fase sanadora (resolución de las excepciones planteadas). En este caso se hace uso del mismo artículo anterior, si bien se recalca la validez de lo actuado.

Si las partes no hubiesen llegado a un acuerdo, la audiencia deberá continuar.

Así pues, esta fase que estamos analizando puede finalizar:


	
a) sin acuerdo, tras lo cual se pasa a la fase siguiente, o bien 

	
b) con el desistimiento del actor, el allanamiento del demandado o habiendo llegado a un acuerdo del que se podrá pedir su homologación, 



Desistimiento del actor (art. 415 LEC). En este caso cabe un sobreseimiento de las actuaciones por un desistimiento bilateral, lo que implica la imposibilidad de acordar el sobreseimiento de la causa por la sola voluntad del actor, sin el consentimiento del demandado. Además, si el actor manifiesta su deseo de desistir, en el mismo acto de la audiencia previa, y no justifica la causa por la que no lo ha comunicado con anterioridad al abogado contrario, se le podrá imponer la sanción que prevé el art. 247.3 de la LEC si se aprecia mala fe.

Allanamiento del demandado, tras el cual se deberá dictar la correspondiente sentencia de allanamiento o auto de allanamiento parcial, siempre a instancia de parte (no puede ser dictado si la parte no lo solicita). Si bien es poco habitual el allanamiento en el acto de la audiencia previa, ya que supone realizarlo después de haber contestado a la demanda (o de haber precluido el trámite) y, por tanto, siempre supondrá la condena en costas si el actor no renuncia a las mismas o el Juez no aprecie mala fe en el demandado (395 LEC).

En ambos casos sería deseable que se llegara a un acuerdo respecto de las costas, generalmente con renuncia de las partes a solicitarlas. Si no existe acuerdo en este punto, el Juez deberá pronunciarse sobre las mismas en el auto en el que acuerde el desistimiento o el allanamiento.

Acuerdo judicialmente homologado. Este acuerdo se podrá plasmar de distintas formas: expresándolo oralmente y solicitando su homologación (ya hemos dicho que es necesario homologarlo para que pueda tener autoridad de cosa juzgada y, además, pueda ser ejecutado directamente -art. 415.2 LEC-) o bien aportando escrito en el acto de la audiencia previa o en un momento posterior y solicitando también su homologación. Debe tenerse en cuenta que no será posible homologar, de acuerdo con los supuestos del art. 22, la terminación del proceso por satisfacción extraprocesal; es decir, que no será posible homologar aquel acuerdo en el que una de las partes manifiesta que ya ha cobrado la deuda y que no tiene interés en seguir con el procedimiento, ya que eso no es un acuerdo sino un caso de satisfacción extraprocesal o de falta de objeto; es decir, de pretensión.

2.º Resolución de excepciones procesales (art. 416 LEC)

Será en este momento cuando se procederá al examen y resolución de las cuestiones procesales planteadas por el demandado o que el Juez plantee de oficio. Ello con exclusión de las relativas a la jurisdicción y competencia, que debió, en su caso, proponer el demandado en forma de declinatoria, implicando la sumisión tácita del art. 56.2.º de la LEC su no alegación en tiempo y forma. Todo ello sin perjuicio de que el Tribunal, de oficio, pueda apreciar en cualquier momento su falta de competencia, tanto objetiva como territorial (aunque en este punto existe una única línea jurisprudencial, creemos posible que el Juez aprecie de oficio su falta de competencia, sobre todo desde la reforma, en la que es el Secretario y no el Juez el que admite la demanda, de tal modo que hasta ese momento el Juez no ha podido pronunciarse al respecto). Ello implica que, en principio, las partes puedan «ponerla de manifiesto» (sin que lo hagan como una excepción propiamente dicha); ahora bien, la resolución que adopte el Tribunal no será recurrible en reposición sino tan solo en apelación. En caso de que el Juez aprecie la falta de jurisdicción o de competencia, no podrá obviar el trámite que establecen los arts. 38 y 48.3 de nuestra Ley procesal y deberá dar traslado al Ministerio Fiscal antes de resolver. En consecuencia, si se planteara la falta de jurisdicción o de competencia, la solución más adecuada sería suspender el acto y proceder al trámite en el modo y forma que consta en el artículo citado.

Más problema plantea la falta de competencia territorial (su admisión corresponde ahora al Secretario), pues el art. 58 de la LEC impone su apreciación «inmediatamente después de presentada la demanda», quedando atribuida la competencia territorial si el demandado no interpone la declinatoria y el Juez no la aprecia, siempre y cuando esta no venga determinada por normas imperativas, claro está (art. 54 de la LEC). En este punto debemos tener en cuenta el art. 416.2 de la LEC -último párrafo- que va a permitir la apreciación de oficio de la falta de jurisdicción o de competencia en la audiencia previa (38 y 62 de la LEC).

Excepciones contenidas en el artículo que estamos analizando:

Entrando ya en el análisis de las excepciones que comúnmente se van a plantear, podemos señalar que la actuación de los abogados ante las mismas dependerá de si uno se encuentra en la posición de demandante o de demandado.

a) El Juez podrá conceder la palabra al excepcionante (demandado) para que verbalmente exponga sus alegaciones -que ya deben constar por escrito en su contestación-.

b) A continuación le dará la palabra al actor para que conteste a las mismas (si son varias el Juez deberá dar unas pautas de actuación, pues es posible que el actor conteste una a una y el Juez las vaya resolviendo o que las conteste todas y luego se resuelvan de forma conjunta -aunque una tras otra, obviamente-). Debe tenerse presente que, en el caso de plantearse alguna cuestión compleja imposible de resolver en el acto, se continuará la audiencia y el Juez resolverá la excepción por escrito dentro de los cinco días siguientes al de la celebración (arts. 420.2, 421.1 y 423.2 LEC).

Las cuestiones procesales que el artículo analizado señala en el orden de resolución que en la propia LEC se establece (art. 417) son:


	
- Falta de capacidad de los litigantes o de representación en sus diversas clases. 

	
- Cosa juzgada o litispendencia. 

	
- Falta del debido litisconsorcio. 

	
- Inadecuación del procedimiento. 

	
- Defecto legal en el modo de proponer la demanda o, en su caso, la reconvención, por falta de claridad o precisión en la determinación de las partes o de la petición que se deduzca. 



Parece lógico que la última excepción se resuelva en primer lugar, y ello a pesar de que el citado artículo la sitúa al final.

c) El Juez resolverá. La resolución de la excepción planteada será siempre oral, salvo que el Juez resuelva por escrito dentro de los cinco días siguientes, y en ella el Juez podrá:


	
1.º Desestimar la excepción planteada. Frente a tal decisión caben dos posibilidades: 


	
- que las partes manifiesten expresamente su conformidad con la misma y su voluntad de no recurrir, en cuyo caso el Juez podrá declarar la firmeza de la resolución, sin que sea necesario documentarla por escrito (art. 210 LEC); 

	
- que las partes manifiesten su voluntad de recurrir. En estos casos el art. 210 de la LEC, en su punto 2, último párrafo, obliga a que se redacte y se notifique por escrito. Sin embargo algunos juzgados no siguen este criterio; por ese motivo, no estará de más preguntar al Juez, en la misma audiencia, si va a documentar por escrito su resolución, y ello a los efectos del cómputo del plazo para recurrir en reposición. Si la respuesta es afirmativa podremos esperar a que nos notifiquen la resolución y recurrirla dentro de los cinco días siguientes; pero si la respuesta es negativa deberemos recurrir en reposición en ese mismo momento (véase recurso de reposición), y si se desestima el recurso habrá que formular «protesta» a los efectos de la segunda instancia. 





	
2.º Estimar la excepción planteada. Aquí deberemos distinguir si dicha resolución pone o no fin al proceso. 


	
- Si pone fin al proceso el Juez deberá documentarla por escrito dictando el correspondiente auto de archivo, que podrá ser o no recurrido en apelación. 

	
- Si no pone fin al proceso habrá que manifestar nuestra conformidad con la misma, en cuyo caso no hará falta que el Juez la documente por escrito, o bien mostrar nuestro deseo de recurrirla, y en ese caso, en principio, deberá ser redactada y notificada. 







La fundamentación jurídica de esa intervención oral, que deberá hacer el abogado del actor a las manifestaciones del demandado dependerá, obviamente, de la excepción concreta que este haya planteado. Así pues, lo práctico es que el abogado se haya hecho un esquema (guión) para poder rebatir oralmente y con soltura los argumentos base de la excepción.

A pesar de que ya sabemos que no existe un numerus clausus de cuestiones procesales (el propio art. 416 de la LEC establece su flexibilidad al indicar que el Tribunal resolverá sobre cualesquiera circunstancias que puedan impedir la válida prosecución y término del proceso mediante sentencia «otras excepciones»), las que luego indica dicho artículo son las más comunes, sin olvidar que se deja la puerta abierta a cualquier excepción o cuestión que se desee plantear. Corrobora también esta afirmación el art. 425 de la LEC, que también deja la puerta abierta a la resolución de circunstancias alegadas, o puestas de manifiesto de oficio, que no se hallen comprendidas en el art. 416 del mismo texto legal. La ventaja del abogado del actor, en este caso, es que ya sabe de antemano (por la contestación a la demanda) la excepción que se le va a plantear y, por tanto, tendrá prevista la posibilidad de reacción ante esta circunstancia (dejando a salvo, claro está, aquellas que el Juez pueda plantear de oficio en la misma audiencia previa).

En las siguientes notas se comentan algunas de las excepciones más frecuentes y que pueden plantear algunas dudas:

- Toda demanda debe ajustarse a los requisitos que establece el art. 399 de la LEC y observarlos de forma rigurosa, de tal modo que tanto el juzgado como el demandado puedan tener un conocimiento claro y preciso de lo que el actor pide y de la acción que está ejercitando. Sin esos datos concretos mal podremos defender los intereses de nuestro cliente y a su vez difícilmente podrá el juzgado tramitar de manera adecuada las actuaciones. Por ese motivo lo primero que debemos valorar a la hora de contestar una demanda es que se encuentre redactada con suficiente claridad y precisión y que en el suplico conste «sin duda alguna» qué es lo que se pide (pensemos en la posibilidad de un allanamiento, por ejemplo).

Así, en la práctica forense de los juzgados se observa el poco uso que se hace, en la contestación a la demanda, de una excepción muy útil que contempla el art. 416.5 de la LEC, cual es el «defecto legal en el modo de proponer la demanda», y que se aprecia en algunos juzgados con un rigor que sería deseable en todos. Uno podría pensar que no entiende la demanda porque esta es jurídicamente «elevada». Pues no se engañen, eso no es así. Que un profesional del Derecho no entienda un escrito jurídico es debido a que ese escrito carece de contenido y esa carencia se enmascara con multitud de palabras sin sentido y que ocupan folios y folios que no dicen nada congruente (jurídicamente hablando). De modo que cuando una demanda no se comprenda con toda claridad y precisión, se pondrá así de manifiesto mediante la interposición de la excepción que estamos tratando.

Es cierto que algunos juzgados son sumamente rigurosos y cuando una demanda no cumple «sustancialmente» con los requisitos del artículo reseñado inadmiten sin más su trámite, sin la posibilidad de subsanación que el 231 de la LEC permite, y ello es congruente y acorde con nuestra legislación procesal pues un defecto sustancial mal lo podremos arreglar aplicando el citado artículo, salvo que provoquemos indefensión a la otra parte y conculquemos nuestra Ley procesal. Por el contrario, otros juzgados ofrecen la posibilidad de subsanar «casi todo» aplicando el reseñado artículo y olvidando que este solo sirve para subsanar actos defectuosos no sustanciales, por lo que no podemos pretender incluir dentro de dicha subsanación los actos no realizados, modificar suplicos o interponer acciones que no se hayan interpuesto en el cuerpo de la demanda, so pena, como decimos, de quebrantar los principios más elementales de nuestro Derecho procesal: contradicción, audiencia y defensa, y estos los impone nuestra LEC sin ninguna salvedad.

En este sentido debemos tener en cuenta que si la demanda adolece de falta de claridad bastante pero no suficiente para estimar la excepción, esa falta de claridad implicará limitar la admisión de prueba ya que, en ningún caso la falta de claridad puede beneficiar a quien la causa.

No debemos olvidar, sin embargo, que en nuestra legislación procesal tan solo podemos inadmitir una demanda en los casos que se encuentran tasados, previstos en la Ley y que sea imposible subsanar, y ello sin perjuicio de que en la audiencia previa del ordinario o en el juicio del verbal se pueda estimar la excepción de defecto legal en el modo de proponer la demanda, también de oficio como ya se ha indicado.

Hemos dicho anteriormente que el art. 399 de la LEC pormenoriza de forma muy cuidadosa la configuración de la demanda y el contenido necesario e imprescindible de esta. Así, no será posible celebrar la audiencia previa sin saber qué acción concreta se está interponiendo y qué se está pidiendo (es necesario concretar lo que se pide sin que sea posible hacer la reserva a la fase de la ejecución ni remitir la solicitud a un «informe pericial» -ver más sobre este tema en la nota explicativa al final de este capítulo)-, pues ello es necesario tanto para el Juez como para el demandado, el primero para que pueda resolver la controversia y el segundo para que pueda contestar a la demanda.

Por todo ello, si al juzgado se le ha «pasado» requerir de subsanación antes de admitir la demanda y el abogado no ha interpuesto la excepción, el art. 424 de la LEC autoriza expresamente al Juez a apreciarla en el acto de la audiencia previa (con gran sorpresa por parte del abogado del demandado, que no sale muy bien parado si esto ocurre).

- Una de las excepciones más comunes es la falta de capacidad de los litigantes o de su representación (véase también el art. 418 de la LEC), es decir, la aptitud para realizar válidamente actos jurídicos procesales (legitimación ad procesum); es la capacidad de obrar, procesal o para comparecer en juicio, que tienen solo las personas físicas o jurídicas que estén en el pleno uso de sus derechos civiles. Se refiere también al carácter o representación con que se demanda y, en su caso, a quién debe comparecer por las personas jurídicas u otras entidades reguladas en el art. 7 de la LEC. Pues bien, todo ello deberá ser objeto de análisis en este momento procesal, si bien la legitimación ad procesum que venimos tratando no debe confundirse con la legitimación ad causam, que es la que hace referencia a la falta de acción y que deberá ser objeto de análisis en sentencia de forma conjunta con el fondo del asunto.

Si la falta de capacidad o de representación es subsanable, podrá ser subsanada en el momento de la vista o bien concederse un plazo, no superior a diez días, para su subsanación, con suspensión del acto de la vista. Si no es subsanable se dictará auto poniendo fin al proceso, salvo que el defecto afectara a la personación en forma del demandado, en cuyo caso se le declarará en rebeldía y ello sin dejar constancia en autos de las actuaciones que hasta ese momento se hubieran practicado.

- La acumulación de acciones podrá también ser tratada en la audiencia previa, conforme permite art. 419 de la LEC en relación al 402 del mismo texto legal, si no ha sido resuelta mediante auto con anterioridad y, por tanto, se deberá resolver en ese momento acudiendo a lo preceptuado en los arts. 71 y siguientes de nuestra Ley procesal. Si se estima que alguna de las acciones acumuladas lo ha sido indebidamente, se denegará la acumulación en este acto y continuará la audiencia respecto del resto de las acciones interpuestas.

Debe tenerse en cuenta que a través de esta excepción se arbitra la oposición a la admisión a trámite de la demanda reconvencional (aunque haya contestado), debiendo alegar, en su caso, la inadecuada acumulación de acciones respecto al contenido de la demanda reconvencional.

- En cuanto a la falta del debido litisconsorcio (art. 420 LEC), es esta una de las cuestiones más controvertidas y habrá que distinguir el «activo del pasivo», ya que, a pesar de que el art. 420 de la LEC solo contempla el pasivo, el art. 416 del mismo texto legal no los distingue.

a) Litisconsorcio activo necesario: a pesar de que a nadie se le puede obligar a ser demandante en un proceso, parece que puede existir algún caso en el que sea procedente la estimación de esta concreta excepción. Un claro ejemplo sería el caso de una comunidad de bienes en el que interpone acción uno de los comuneros con la disconformidad de los otros. Pero fuera de ese caso concreto será difícil encontrar casos en los que aplicar esta excepción.

b) Litisconsorcio pasivo necesario: aquí debe tenerse en cuenta lo establecido en el art. 405.3 de la LEC; si se estima la excepción, el demandante deberá formular demanda también contra el resto de demandados, para lo que habrá de suspenderse la audiencia y ampliar la demanda contra estos. Para ir adelantando, el abogado del actor puede llevar preparadas a la audiencia previa demanda ampliatoria (tantas copias como litisconsortes se hubieran apreciado) y así, en ese mismo acto y con la finalidad de agilizar el trámite, se le da la posibilidad al Juez de ordenar emplazar a los nuevos demandados para que contesten a la demanda con suspensión de la audiencia (art. 420.1 LEC).

Hay que tener presente que dicha excepción también podrá ser apreciada de oficio por el juzgado.

- En otro orden de cosas, no podemos olvidar que no se puede ejercitar una nueva acción o demanda basándose la reclamación en unos hechos que existían al tiempo de interponer la demanda anterior [art. 400 -principio preclusivo- y 222 -cosa juzgada (litispendencia)- de la LEC]. La Exposición de Motivos de la LEC lo argumenta en la necesidad de seguridad jurídica y en la escasa justificación de someter a los mismos justiciables a diferentes procesos y provocar la correspondiente actividad de distintos órganos judiciales, cuando el asunto litigioso hubiera podido zanjarse en una sola actuación jurisdiccional. Si se alega prejudicialidad civil el Juez deberá resolver conforme al art. 43 de la LEC, atendiendo a los requisitos que la jurisprudencia exige para poder apreciarla y suspender el curso de las actuaciones.

- Además, conforme establece el art. 401 de la LEC, en la audiencia previa tampoco se podrá ampliar la demanda (salvo el caso de litisconsorcio pasivo necesario, que ya hemos analizado) porque el plazo para la ampliación de la misma ha precluido desde que ha transcurrido el tiempo establecido para contestar a la demanda (haya hecho uso o no el demandado de su derecho a contestar). En muchas ocasiones ese intento de subsanar los defectos, que tratábamos en el párrafo primero, puede llegar a convertirse en una ampliación extemporánea de la demanda que genera una indefensión inasumible a la parte demandada y que, en consecuencia, el juzgado nunca deberá permitir. Dejando a salvo, claro está, el art. 220 de la LEC que permite reclamar el pago de intereses o prestaciones periódicas.

- La prescripción y la caducidad de la acción no son unas excepciones procesales propiamente dichas, sino materiales o de fondo, y por tanto no podrán ser resueltas en la audiencia previa, aunque podría existir una excepción si las partes manifestaran su acuerdo sobre los días de inicio y de interrupción de la prescripción, pero no sobre el plazo aplicable, en cuyo caso estaríamos ante una cuestión jurídica y, si no existía cuestión distinta, podría quedar concluso para su resolución (429.8 de la LEC) sin necesidad de celebrar juicio.

- Puede ocurrir que el Juez considere que existe una excepción y el abogado del demandado no la haya alegado. Habrá que acudir al art. 416 de la LEC y el Juez deberá plantearla de oficio. No existe duda alguna acerca de que el Juez puede plantear cuantas excepciones considere procedentes, sobre todo aquellas que van a provocar el sobreseimiento del proceso. Así lo recoge también el art. 425 de la LEC. Como abogados, deberemos intentar que esta circunstancia no ocurra; es preferible plantear alguna excepción, aunque tengamos serias dudas acerca de si prosperará (siempre fundamentada, obviamente), que no alegarla y obligar al Juez a que la aprecie de oficio.

Parece que la mayoría de la doctrina y de la jurisprudencia se muestra partidaria de que tan solo cabe recurso de apelación en aquellas resoluciones que ponen fin al proceso; para las restantes deberá formularse el recurso de reposición y protesta, en caso de desestimación a efectos de la segunda instancia.

Recurso de reposición:

El recurso de reposición tendrá que plantearse tal y como establece el art. 452 de la LEC, es decir, se deberá citar expresamente la infracción en que la resolución hubiera incurrido, ya que, en caso contrario, habrá de aplicarse el párrafo segundo del artículo citado, que establece la «inadmisión» del recurso, de tal modo que no se podrá dar trámite al mismo. Aunque también debemos señalar que la mayoría de los juzgados, si se hace referencia al contenido del artículo, aunque no se cite el número del mismo, admitirán el recurso. Lo que no parece que pueda ser admisible, a tenor de la interpretación literal de dicho precepto, es no citar artículo alguno y tampoco reseñar su contenido, ya que en estos casos se causa indefensión a la otra parte porque desconoce el motivo por el cual la parte contraria formula recurso y, en consecuencia, se le impide fundamentar de forma adecuada la impugnación al recurso interpuesto.

Es curioso cómo, en estos casos, algún abogado no sabe qué precepto invocar y hace uso del tan socorrido «art. 24 de la Constitución española», pero este es un precepto general desarrollado por multitud de normas y, por consiguiente, deberemos citar alguno de los que son específicos para el caso. Así pues, podremos citar, entre otros, los siguientes artículos:


	
- 220 de la LEC si se inadmite la solicitud de una condena de futuro. 

	
- 265 y 270 de la LEC cuando se trate de documentos (y hay que señalar el punto concreto de aplicación al caso). 

	
- 272 de la LEC en relación con el documento presentado injustificadamente fuera de plazo y admitido. 

	
- 281 de la LEC para admisión de prueba no necesaria o que pruebe hecho notorio. 

	
- 286 de la LEC si son hechos nuevos o de nueva noticia. 

	
- 287 de la LEC si se han admitido pruebas que vulneren los derechos fundamentales. 

	
- 301.1 de la LEC si se ha admitido el interrogatorio de un colitigante sin conflicto de intereses. 

	
- 301.2 de la LEC cuando se admita el interrogatorio de persona que no sea sujeto de la relación jurídica. 

	
- 339 de la LEC para admisión de pericial fuera de plazo. 

	
- 401 de la LEC si se pretende acumular acciones después de contestada la demanda. 

	
- Cualquier otro que sea de aplicación al caso concreto del que se trate. 



En consecuencia, deberemos «siempre» citar el artículo que se considera infringido, ya que si no alegamos precepto alguno, la mayoría de juzgados, no todos, inadmitirán el recurso interpuesto.

3.º Alegaciones complementarias o aclaratorias (art. 426 LEC)

Las alegaciones complementarias o aclaratorias tienen un marcado y riguroso límite que no podrá ser alterado. Así, haciendo uso del citado precepto, en modo alguno podrá modificarse «sustancialmente» o «ampliarse» la demanda o la contestación. Por poner un ejemplo, el demandado podrá cuestionar la cuantía de la demanda en su contestación (art. 255 LEC), pero para el actor el momento de la determinación de la cuantía precluye al tiempo de presentar la demanda (art. 253 LEC).

Podrán alegarse en este momento procesal aquellos hechos nuevos o desconocidos (acontecidos o conocidos tras la presentación de la demanda o de la contestación), siempre que sean relevantes para decidir sobre la pretensión formulada y que no constituyan una nueva pretensión, pues debe respetarse en todo momento el límite de la mutatio libelli (art. 412 LEC).

El Juez deberá ser muy cauteloso a la hora de permitir alteraciones en las pretensiones o en la fundamentación jurídica de la demanda, ya que por esa vía se podrá muy fácilmente provocar la indefensión del contrario. Si esto ocurriera, deberá ser manifestada por el abogado contrario, aunque lo más frecuente es que el Juez vele por el riguroso cumplimiento de este principio. Cualquier decisión del Juez que contraríe el principio de indefensión deberá ser puesta de manifiesto en cuanto ocurra, y si este persiste en su decisión se deberá recurrir la resolución inmediatamente, pues en modo alguno los abogados deben permitir cambios sustanciales o ampliaciones que el citado precepto prohíbe.

Así, el artículo que estamos analizando nos permite «aclarar o concretar»:

a) algún punto secundario;

b) introducir, el actor, algún punto que sea necesario formular por el contenido de la contestación;

c) poner en conocimiento del Tribunal algún hecho posterior a la demanda o a la contestación y que pueda ser relevante para la resolución del pleito (por ejemplo, el pago parcial de la cantidad reclamada, el fallecimiento de algún testigo esencial, el error en una fecha, cifra, nombre o cualquier otro dato contenido en los escritos, alteración del estado del objeto litigioso); por ese motivo, si el hecho no es relevante deberá ser rechazada la alegación por el juzgador, que deberá velar porque estos se ajusten a lo preceptuado en el art. 286.4 de la LEC. Pero, como hemos dicho, en modo alguno podemos permitir que mediante esta vía se modifiquen aspectos sustanciales (hechos o fundamentos de derecho o peticiones contenidas en el suplico) de la demanda o de la reconvención.

La resolución que dicte el Juez será oral y susceptible de recurso de reposición, que se deberá plantear y resolver en el propio acto de la vista; y si la resolución al recurso interpuesto perjudica el derecho de nuestro cliente, cabe protesta a efectos de segunda instancia. En este apartado debemos advertir que no existe uniformidad de criterio en todos los juzgados de instancia por lo que unos admitirán el recurso y otros no. De todos modos, en esos momentos conviene ser prácticos, el «no cabe recurso» ya lo tenemos si no intentamos su formulación. Entonces, es aconsejable interponerlo siempre, y que el Juez, en su caso, lo inadmita, y formular nuestra protesta a tal inadmisión. De esta forma dejamos una posibilidad a que sea tenido en cuenta en segunda instancia, ya que si consentimos su admisión nos cercena su alegación posterior y... «las puertas nos las deben cerrar otros pero nunca nosotros mismos» (ver nota 1 de la jurisprudencia).

Y hay que insistir, aunque lleguemos a ser reiterativos, que debemos guardar en la mente la enorme importancia de los puntos que estamos exponiendo, ya que ninguno es accesorio para el discurrir de nuestra causa: cualquier resolución adoptada en la audiencia previa (en cualquier fase de la misma) y que no sea recurrida, quedará firme y no podrá ser objeto de revisión en la segunda instancia.

Asimismo, el Tribunal, de oficio, también podrá requerir a las partes para que realicen las aclaraciones o precisiones necesarias respecto de los hechos y argumentos contenidos en sus escritos de demanda o de contestación. Si tales aclaraciones o precisiones no se efectuasen, el Tribunal les advertirá de que puede tenerlos por conformes con relación a los hechos y argumentos aducidos de contrario.

El párrafo tercero del presente artículo regula los casos de peticiones accesorias que sean aceptadas por la parte contraria. En estos casos al Juez no le quedará más remedio que admitirlas, conforme prevé el citado precepto, aunque, claro está, antes deberá examinarlas con suma cautela y comprobar si lo que se solicita es realmente una «petición accesoria» de las que prevé este artículo.

La posibilidad que nos otorga el art. 286 de la LEC de aportar hechos nuevos hasta el comienzo del plazo para dictar sentencia ha de interpretarse de manera restrictiva, pues la aportación posterior a la audiencia previa, en el juicio ordinario o en la vista del juicio verbal, puede resultar sorpresiva para la contraparte. En todo caso, en el ordinario cabrá la posibilidad de practicar pruebas como diligencia final sobre tal hecho, al amparo del art. 435.1.3.ª.

4.º Admisión, impugnación o reconocimiento de documentos (art. 427 LEC)

El Juez concederá la palabra a cada una de las partes intervinientes en la audiencia para que se pronuncien respecto de los documentos aportados por el resto de intervinientes, debiendo manifestar si los admite, los impugna o los reconoce, o si, en su caso, propone prueba acerca de su autenticidad.

El precepto analizado establece, en su apartado primero, que el pronunciamiento acerca de todos y cada uno de los documentos deberá hacerse en el acto de la audiencia previa, y ello aunque en la contestación a la demanda se haya hecho alusión a este apartado. Por tanto, las partes deberán, en este momento, volver a pronunciarse sobre este extremo, siempre y cuando la parte demandada no se contradiga respecto a lo manifestado en la contestación.

En este sentido y en cuanto al artículo analizado debemos hacer algunas puntualizaciones:

1.º No podemos «impugnar» de forma generalizada todos los documentos del contrario: cada documento habrá de ser analizado y deberá ser objeto de un pronunciamiento separado (aunque puede hacerse por bloques), haciendo especial hincapié en el motivo de la impugnación o de su no reconocimiento.

2.º La admisión de un documento no precisa aclaración alguna; ahora bien, sí debemos distinguir entre la «impugnación» y el «no reconocimiento».

Hay que tener siempre presente el art. 326 de la LEC y recordar que si se impugna un documento privado (su autenticidad), el que lo haya presentado podrá pedir el cotejo pericial o proponer cualquier medio de prueba que le resulte útil. Si de dicha prueba se desprende su autenticidad, las costas, gastos o derechos de la práctica de la prueba propuesta serán a cargo exclusivamente de la persona que lo haya impugnado. Además, si se apreciara que la impugnación ha sido temeraria podrá imponerse una multa de 120 a 600 euros (art. 320.3 LEC).

Habitualmente se usa la palabra impugnación de forma indiscriminada, utilizándola tanto para atacar la autenticidad de un documento como su valor probatorio, pero cada vez son más los Jueces que circunscriben la impugnación del documento a su autenticidad. Por ese motivo, cuando estemos disconformes con el valor probatorio que al documento le otorga el contrario, lo podremos poner de manifiesto con una frase más o menos del siguiente tenor: «No se reconoce el valor probatorio de los documentos números (...)», sin mencionar la palabra impugnación; de esta forma queda mucho más claro cuáles son los documentos que consideramos auténticos a pesar de no concederles valor probatorio alguno.

Lo dicho anteriormente tiene importantes consecuencias prácticas ya que, si no distinguimos entre la impugnación por su autenticidad y el valor probatorio del documento, podemos presenciar extremos paradójicos en los que el abogado impugna la autenticidad de una factura realizada unilateralmente por la parte contraria. Así pues, las manifestaciones sobre el valor probatorio de la documental contraria no deben realizarse en este trámite, sino en el informe final de valoración de la prueba (conclusiones), ya que la impugnación de la autenticidad de los documentos permite a la contraparte conocer aquellos documentos sobre los que tiene que pedir prueba para adverar la documental presentada.

- Actuación cuando se impugna el documento por su autenticidad:

El abogado impugnante deberá proponer alguna prueba para fundamentar su alegación. La prueba a proponer dependerá del tipo de documento que se impugne y podrá ser desde el cotejo (que se hará en presencia del Secretario judicial) hasta la pericial caligráfica.

Así, podremos impugnar un documento por su falta de autenticidad (en ese caso, se deberá proponer alguna prueba que fundamente nuestra impugnación) o por el momento de su presentación (si es extemporáneo el Juez de oficio puede inadmitirlo y en caso contrario se deberá recurrir su admisión), y también cabe la posibilidad, a pesar de no impugnarlo, de «no reconocerlo» a efectos probatorios, es decir, que a pesar de considerarlo «auténtico» no se reconoce el efecto probatorio que pretende el contrario (por poner un ejemplo, respecto a un contrato de arrendamiento veraz -auténtico- manifestamos que, a nuestro juicio, carece de valor probatorio respecto de la acción de usucapión que se ejercita). Aunque dicha cuestión es más propia de ser alegada y analizada en las conclusiones que en esta fase del procedimiento, muchos juzgados sí admiten en la audiencia previa la fundamentación del motivo por el cual no se reconoce un documento.

En consecuencia con lo que hemos dicho anteriormente, un informe pericial no podrá ser impugnado a menos que dudemos de que haya sido emitido por su autor, o lleve tachones, o contenga una parte ilegible, etc. Sin embargo el art. 427.2 LEC permite a las partes expresar lo que a su derecho convenga acerca de los dictámenes presentados, admitiéndolos, contradiciéndolos o proponiendo que sean ampliados en los extremos que determinen. En esos casos será necesaria, y deberá pedirse, la ratificación del mismo en la fase de proposición de prueba (a la prueba pericial, por su importancia, nos referimos ampliamente en su apartado correspondiente). Dicha ratificación se hará en presencia del Secretario judicial, sin que sea preciso realizarla ante el Juez.

Respecto al informe pericial señala el art. 427.2 de la LEC que las partes, si fuere el caso, expresarán lo que convenga a su derecho acerca de los dictámenes periciales presentados hasta ese momento, admitiéndolos, contradiciéndolos o proponiendo que sean ampliados en los extremos que determinen. Pero si el perito judicial no ha presentado su informe con anterioridad a la audiencia previa, parece mayoritaria la jurisprudencia que opina que deberá solicitarse la suspensión del acto de la vista, aunque lo cierto es que en los juzgados diligentes esta habrá sido ya acordada por el Secretario el día anterior, cuanto menos, y se habrá avisado a las partes para que no acudan al juzgado si la vista va a suspenderse (es una muestra de deferencia y respeto hacia los profesionales que debería ser tenida en cuenta tanto por las partes como por el juzgado).

5.º Fijación de los hechos controvertidos (art. 428 LEC)

El Juez concederá la palabra a las partes para que señalen cuáles son, a su juicio, los hechos controvertidos, o bien les realizará una propuesta de los que, entiende, deben señalarse como controvertidos. Así, el abogado deberá llevar minuciosamente analizada tanto la demanda como la contestación; esa es la única forma de poder señalar los hechos en los que no existe acuerdo, existiendo conformidad, obviamente, con aquellos que no se señalen como controvertidos.

El artículo citado señala que también se deberán fijar los hechos conformes (y algunos autores incluyen en la fijación también los notorios -aquellos que forman parte de la cultura social del momento- como de lege ferenda), de modo que la sentencia deberá contener como probados aquellos hechos sobre los que exista conformidad.

En la práctica judicial es muy frecuente confundir los «hechos» con la «divergencia jurídica». La controversia jurídica, generalmente, estará muy clara y no precisa de prueba alguna; serán los «datos fácticos» los que se deberán delimitar, concretar y aclarar, para luego aplicarles las normas correspondientes. Imaginemos que el tema es una reclamación de cantidad y que el demandado alega que fue abonada en efectivo el día 20 de enero, circunstancia que es negada por el actor; pues bien, en este caso el abogado deberá realizar una manifestación, más o menor, del tenor siguiente:

«Señoría, esta parte considera que el único hecho controvertido es si el día 20 de enero el demandado abonó a mi cliente en efectivo la cantidad reclamada, existiendo conformidad con el resto de hechos contenidos en la demanda».


El artículo comentado reseña en su apartado 3.º la posibilidad de que no exista «hecho contradictorio» y, por tanto, no haya prueba alguna que practicar (solo documental por reproducida). En este caso los autos quedarán, sin necesidad de entrar en la fase del juicio, vistos para su resolución (art. 429.8).

Esta es una de las partes de la audiencia que, en ocasiones, más cuesta concretar. Es frecuente confundir, como ya hemos dicho, los «hechos controvertidos» con las «controversias jurídicas», y así, cuando se les da la palabra a los abogados para que fijen cuáles son, a su juicio, los hechos controvertidos, estos reiteran la demanda y la contestación. Las «controversias jurídicas» no pueden ser objeto de prueba, y a ellas se refiere el art. 428 de la LEC cuando alude a «cuestión jurídica». Por ese motivo decimos que sería conveniente que el abogado, a la vista de la demanda y de la contestación, trajera ya señalados (y estudiados) cuáles son los «hechos» sobre los que existe discrepancia y señalarlos de manera sucinta y clara en la audiencia.

No podemos olvidar que esta es una de las partes más fundamentales de la audiencia previa y que el Juez debe realizar una minuciosa labor para concretar y fijar los hechos controvertidos, ya que sobre estos y no otros habrá de proponerse prueba y, además, en caso de inexistencia -no se fija hecho controvertido alguno-, quedará concluso para su resolución en este acto (art. 428.9 LEC).

También es posible que, por la complejidad del asunto, sea muy laborioso concretar los puntos en los que existe controversia. Para facilitar la tarea resulta muy eficaz indicar aquellos hechos sobre los que no existe controversia (art. 281 LEC), y que no precisan de prueba alguna, e ir analizando y profundizando en todos los hechos, uno a uno, hasta llegar a aquellos en los que las partes no muestran su conformidad (y que no sean consecuencias jurídicas o interpretaciones doctrinales de documentos). Esos serán los «hechos controvertidos» que deberán ser objeto de prueba.

Y decimos, por tanto, que la fijación de los hechos controvertidos será esencial porque la proposición de la prueba deberá versar sobre los mismos. Si se propone prueba sobre hecho no fijado como controvertido esta deberá ser declarada inútil, impertinente o innecesaria (art. 283 LEC).

- Al finalizar esta fase el Juez podrá conceder la palabra a las partes para que se pronuncien acerca de la posibilidad de llegar a un acuerdo una vez fijados los hechos controvertidos. Aquí la LEC nos señala (art. 428.2) que el juzgador «exhortará» a las partes a que lleguen a un acuerdo. Ello es consecuencia de que tanto el Juez como las partes, en ese momento, tienen un mayor conocimiento del litigio del que tenían cuando comenzó el acto: se han resuelto las excepciones, se han pronunciado las partes respecto de los documentos, se han alegado todas las cuestiones aclaratorias o ampliatorias y se han fijado los hechos controvertidos. Por consiguiente, todo ello induce a tener un mayor criterio para evaluar las posibilidades de éxito de la acción ejercitada. Ello sin que en ningún momento se pueda ver comprometida la imparcialidad del Juez.

La realidad es que pocos juzgados conceden esa posibilidad, a pesar de estar prevista en la ley, por problemas de tiempo, y además porque la experiencia enseña que son prácticamente nulas las conciliaciones en ese momento.

(En caso de acuerdo, véase el final de la fase inicial).

6.º Proposición y admisión de la prueba (art. 429 LEC)

- El Juez dará la palabra al abogado de la actora para que proponga prueba. Algunos juzgados solicitarán que se aporte nota escrita de la prueba propuesta y así lo hacen constar en la citación (no hay ninguna obligación de hacerlo, pero se agradece su aportación porque facilita la labor de la oficina judicial). A pesar de aportarse nota, en su caso, la proposición de prueba deberá solicitarse verbalmente para que pueda ser registrada en el soporte de grabación que se configura como acta.

La prueba deberá proponerse respecto a los hechos que hemos fijado con anterioridad como controvertidos, debiendo hacerse, a su vez, una pequeña argumentación que fundamente la propuesta, sobre todo cuando se proponen testigos cuya relación con el pleito el juzgado desconoce.

En ocasiones se observa a algún abogado que solicita la práctica de «todas» las pruebas que nuestra Ley procesal pone a disposición de las partes, y ello por inercia, sin pararse a pensar si estas son realmente necesarias (muchos juzgados se colapsan por la costumbre de admitir -por miedo a causar indefensión- pruebas inútiles), y así recitan: interrogatorio de fulano, documental por reproducida y como más documental..., oficio (confundiendo la oficina judicial con su gestoría particular)..., testifical de..., ratificación del perito y que conteste, etc.

- Una vez realizada la propuesta de la parte actora (y en su caso resuelta su admisión), el Juez concederá la palabra a la dirección letrada de la parte demandada para que realice su proposición.

En este punto el abogado del demandante deberá tener en cuenta que si el demandado no ha contestado a la demanda tendrá limitada la proposición de prueba. El declarado rebelde podrá personarse en la audiencia previa pero en ese momento ya le ha concluido el periodo aleatorio y no podrá introducir hechos nuevos mediante la proposición de prueba. Esa circunstancia implicaría la posibilidad de alegar extemporáneamente hechos o fundamentos jurídicos, con la quiebra de los principios de preclusión y contradicción, lo que conllevaría a la consiguiente indefensión del actor que habrá preparado la Audiencia Previa sin tener en cuenta dichas alegaciones.
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